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Honorable Cémara de Diputados
Provincia de Buenos Aires





PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY
ARTICULO  1.- Declárese el Estado de Emergencia Pública en Seguridad en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires y por el término de un (1) año.

ARTICULO 2.- La Emergencia declarada comprende los aspectos organizativos, funcionales, operativos, de competencia, distribución, edilicios y laborales de las Policías y del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, así como de todas las jurisdicciones con competencias parciales, conexas o complementarias, persiguiendo los siguientes objetivos: 

a) Adecuar y redefinir la estructura, misiones, competencias, funciones y acciones  de las Policías y del Sistema Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, creando, modificando, extinguiendo o suprimiendo total o parcialmente su organización, dirección y funciones, asignando o reasignando elementos, jerarquías, roles, competencias y distribución territorial en los términos que se determinen y a fin de dotarla de la eficiencia debida para atender correctamente sus objetivos y prestaciones fundamentales. 

b) Optimizar los recursos humanos, tecnológicos y materiales, así como la adecuada prestación del servicio en cada área, incluyendo las competencias parciales, conexas o complementarias, a fin de garantizar las mejores acciones preventivas, operativas y resocializadoras.

c) Garantizar derechos, condiciones, elementos de trabajo y hábitat laboral del personal policial y penitenciario de la Provincia de Buenos Aires a los fines que puedan cumplir y desarrollar correctamente el servicio a su cargo.  

ARTICULO 3.- La Emergencia, en general, autoriza:

a)  Crear, readecuar y/o suprimir elementos, misiones, competencias, áreas, escalafones y funciones de las Policías y del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires.

b) Refuncionalizar los servicios de prevención, seguridad, custodia, aseguramiento, resocialización e inclusión bajo los principios de modernización, eficacia y celeridad.

c) Relocalizar, reformar, construir, generar y adquirir nuevos efectores y equipamiento de prevención, seguridad, aseguramiento así como también a su reagrupamiento y distribución bajo criterios de descentralización, eficacia y especialidad, propendiendo al fortalecimiento de la prevención, la seguridad ciudadana, la resocialización y la inclusión de las personas bajo régimen penitenciario.

d) Disponer las acciones necesarias para garantizar, mejorar u optimizar los derechos, condiciones, elementos de trabajo y hábitat laboral del personal policial y penitenciario de la Provincia de Buenos Aires a los fines que puedan cumplir y desarrollar correctamente el servicio a su cargo.

ARTÍCULO 4. Las políticas y acciones de seguridad a emprenderse asignarán carácter prioritario a:
4.1 La gestión coordinada, con unificación de estrategia operativa, de todas las fuerzas con actuación en el territorio de la Provincia.
4.2 La concentración y utilización máxima de los medios y dotaciones de seguridad, potenciando recursos y multiplicando su uso, tales como refuerzos de cuadrículas, cámaras de seguridad, ampliación de patrullajes y controles, sistema 911 y toda acción que perfeccione la eficacia de la prestación del servicio.
4.3 Establecer, en el orden instrumental y con carácter necesario, la incorporación de los recursos técnicos científicos de última y mejor generación, para propiciar el avance en rapidez y efectividad del sistema de seguridad en su cobertura tanto rural como urbana.
Asimismo, se deberá aplicar siempre el razonable criterio de conveniencia cualitativa y superioridad técnica, ameritando por sobre el criterio automático de menores costos, con fundamento en el efecto multiplicador de tales inversiones.
4.4 Acentuar especial diligencia legislativa, ejecutiva y judicial para el establecimiento de Unidades Penales Distritales (Fiscalías, Defensorías, Juzgados de Garantías) y demás órganos y recursos para mejorar la eficiencia del sistema penal.
4.5 Coordinar y facilitar la participación comunitaria, en Foros de Seguridad y  acciones coadyuvantes de las Municipalidades.
4.6 Impulsar la creación de las Policías Municipales y la instrumentación generaliza de la policía judicial.
4.7 Promover en el Servicio Penitenciario Bonaerense los mejores regímenes carcelarios, los más avanzados tratamientos resocializadores, la inclusión post carcelaria, la especial prevención de fugas, motines y eventuales distorsiones de los objetivos carcelarios.
4.8 Intensificar los recursos humanos y tecnológicos, los programas de seguimiento, inclusión y tutoría, medios de asistencia y contención del Patronato de Liberados.
4.9 Intensificar la diligente atención, preocupación y cuidado en lo atinente  a la situación de los jóvenes en conflicto con la ley penal.
4.10 Acordar y convenir con la Dirección General de Cultura y Educación políticas, planes y acciones de educación para la inclusión, la formación e información de seguridad para niños y jóvenes, con pautas de cuidado y comunicación a padres y docentes.

4.11 Acordar y convenir con el Ministerio de Trabajo de la provincia de Buenos Aires, políticas, planes y acciones para la inclusión generalizada al mercado formal de trabajo y al sistema de la seguridad social. 

4.12  Articular con las agencias privadas de seguridad todas las acciones complementarias y concurrentes que sean necesarias,  para cubrir,  unificadamente, la protección de la comunidad. 

4.13 Todas las otras acciones y emprendimientos que, dentro del espíritu y las categorías que inspiran las medidas precedentes, concurran a consolidar la seguridad, la prevención o la resocialización como una política de Estado, con participación comunitaria, coordinación de competencias y potenciación de recursos.   

ARTICULO 5.- Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las reasignaciones presupuestarias correspondientes para la aplicación de la presente Ley.

ARTICULO  6.- No será de aplicación en lo pertinente por el término de la emergencia establecida en el artículo 1°, toda norma que se oponga a la presente Ley.

ARTICULO  7.- Este cuerpo normativo tendrá vigencia desde el día de su publicación en el Boletín Oficial. 

ARTICULO  8.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

El notable y constante  incremento de los hechos delictivos registrados en todo el territorio bonaerense advierten sobre la necesidad ineludible de adoptar medidas inmediatas tendientes no sólo a describir, sino también, a dar solución al problema de la inseguridad.
La gravedad de la situación ha sido reconocida públicamente por las autoridades nacionales, provinciales y municipales y es motivo de gran preocupación de los vecinos de toda la Provincia, ya que afecta profundamente las bases mismas de la convivencia social. Esta creciente y compleja problemática impone la necesidad de adoptar medidas alternativas para la prevención del delito, dado que los actuales mecanismos de disuasión resultan, evidentemente, insuficientes.
Ante este escenario, se propone declarar la Emergencia en materia de Seguridad con el propósito de reunir a todos los actores involucrados en el tema para definir líneas de acción que permitan prevenir y combatir el delito. 
En este sentido y teniendo en cuenta que nadie conoce mejor el problema que aquellos que conviven con la inseguridad de su zona, es imprescindible que cada uno de los Intendentes participe activamente en esta discusión. La seguridad debe ser una política de Estado, debe trascender los límites de una gestión y tener el consenso de todas las fuerzas políticas.
Durante los últimos años, la ineficacia en la instrumentación de estrategias activas por parte del Estado, expresadas en la ausencia de una verdadera política de inclusión social, de lucha contra el narcotráfico, de mejoramiento del sistema educativo y de inserción en el mercado laboral para los jóvenes que no estudian ni trabajan, han generado un notable incremento de los niveles de violencia que hoy nos obliga a ocuparnos de las consecuencias más urgentes del problema, todo esto, sin dejar de exigir la inmediata atención a las causas que han dado origen al mismo.
Resulta necesario contar con fuerzas de seguridad con mayor financiamiento operativo, con nuevas comisarías y destacamentos policiales, con mayor recurso humano y mejor remunerado, con equipamiento y móviles adecuados, con sistemas de comunicación eficaces y con permanente formación y capacitación. Es necesaria la toma de una decisión política para atacar en forma inmediata el alarmante crecimiento de los episodios delictivos en todo el territorio bonaerense.
Respecto al sistema carcelario, los porcentajes de reincidencia son altísimos y la multiplicación de los casos de personas con frondosos antecedentes en la comisión de delitos demuestra a las claras que el sistema carcelario, lejos de lograr la reinserción del recluso, lo perfecciona en el delito. Es imprescindible que el Estado en todos sus niveles y los organismos facultados para la prevención, represión y/o sanción legítima del delito, trabajen conjuntamente.
La provincia de Buenos Aires alberga, prácticamente, a la mitad de la población penitenciaria de la República Argentina. Se estima que de unas 60 mil personas privadas de la libertad en todo el país, un poco menos de 30 mil se encuentran en territorio bonaerense.
De acuerdo al informe correspondiente al año 2012 elaborado por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), en base a información oficial proporcionada por el Servicio Penitenciario Bonaerense (SPB), la capacidad de alojamiento de los establecimientos carcelarios provinciales es de 18.640 plazas. Del cotejo de la población penitenciaria y la capacidad de alojamiento, se desprende que existe un déficit de alrededor de 10 mil plazas, lo que implica una tasa de sobreocupación de alrededor del 35%.
En este contexto, resulta por demás necesario mejorar la calidad de la política penitenciaria, adoptar medidas urgentes y de carácter excepcional para revertir la situación, asegurando la función tuitiva que le cabe al Estado sobre las personas privadas de su libertad, conforme a lo regulado por el artículo 18 de la Constitución Nacional y lo establecido por el artículo 30 de la Constitución Provincial.
 La estructura edilicia, la capacidad de alojamiento y las condiciones salariales y laborales del personal del Servicio Penitenciario Bonaerense, quienes poseen la importantísima y muchas veces menoscabada tarea de reinsertar en la sociedad a aquellos que cumplen una pena privativa de la libertad, son hoy insuficientes e inadecuadas, tanto para la guarda como para la reeducación de los internos.   
  En este contexto, no pueden omitirse las condiciones en las que la Policía de la provincia desarrolla su labor: jornada laboral indefinida o no establecida, sin mecanismo que permita al trabajador ejercer los derechos que le otorga la ley, con sobrecarga horaria compulsiva y pago sin distinción de régimen nocturno o diurno; sin feriados ni domingo, con desarrollo de múltiples tareas, con riesgo permanente de vida; sin equipo adecuado para proteger la integridad física; móviles policiales y equipos de comunicación deficientes, con permanencia obligatoria en el lugar de trabajo pero sin instalaciones para aseo ni descanso; con horario rotativo; sin capacitación y especialización permanentes, entre otros factores desfavorables como las condiciones salariales que, sin dudas, no retribuyen en lo más mínimo la noble tarea de proteger la vida y los bienes de las personas.
Asimismo, se ha incrementado la población penal, se registran internos cada vez más jóvenes, existe un notorio crecimiento de la criminalidad con violencia y se comprueba una incidencia ascendente en los delitos de homicidio, robo y violación, con agravantes.
Al respecto, el trabajo de la Procuración General de la Corte de la Provincia de Buenos Aires, el único indicador sistemático de delitos que tiene la Provincia, arrojó las siguientes cifras para el año 2012
:
Se registraron 685.808 ilícitos en todo el territorio (656.258 que involucran a mayores y 29.550 a menores). Esto representa un 4,5% más que el año 2011. Estos datos se desprenden de las Investigaciones Penales Preparatorias iniciadas durante 2012 en comparación con 2011.

En el apartado de delitos contra las personas cometidos en el Fuero Criminal -mayores- se registraron 2.550 homicidios, de los cuales 60 se produjeron en ocasión de robo, mientras que en 2011 el total de muertes fue de 2.528 y 56 durante un asalto.

En tanto, sobre delitos contra la integridad sexual, en 2012 se iniciaron 1.131 causas por abusos con acceso carnal contra 948 del año 2011, mientras se relevaron 2.245 casos de apremios ilegales y torturas el año pasado y 1.945 en 2011.

Respecto al delito contra la propiedad, la Procuración bonaerense relevó 47.914 robos con uso de arma, cuando en 2011 se contabilizaron 38.975, y en el caso de secuestros extorsivos se registró una merma al reflejarse 31 durante 2012 contra los 43 de 2011.

En el Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil -menores- se registró una baja de los homicidios, alcanzando los 174 (en 2011 se produjeron 195), al igual que las muertes en ocasión de robo (de 17 en 2011 a 10 el año pasado) y los secuestros extorsivos (de 5 en 2011 a 3 en 2012).

Por último, los índices muestran que se registraron, en 2012, 85 casos de abuso sexual con acceso carnal contra los 64 del año anterior, mientras que también hubo un incremento en los robos con uso de arma, que pasaron de 2.168 en 2011 a 2.336 el año pasado.

En los últimos 5 años, el registro nunca bajó de 617 mil causas. Y en 2012  los robos a mano armada dieron se incrementaron notoriamente: hubo 47.914 hechos, casi un 20% más que en 2011.
En la provincia de Buenos Aires murieron por hechos delictivos 1.043 personas en 2012. Es decir,  hubo un asesinato cada tres días, un número similar al del período anterior (1.034). En este sentido debe destacarse, lamentablemente, que asesinan a dos policías por mes en la Provincia.
El departamento judicial de Junín –que en 2013 estuvo en medio de una polémica por muertes violentas– superó el promedio general de aumento de delitos registrados entre enero y diciembre de 2012: tuvieron un incremento del 6,2% con relación al año anterior. De acuerdo con las estadísticas, el último año fueron denunciados 1.166 robos (incluyen los agravados por el uso de armas) y se iniciaron 14 procesos por homicidios.

En la jurisdicción de La Matanza fueron denunciados casi 60 mil delitos durante 2012. Por robos y robos agravados fueron iniciadas 13.213 causas y ocurrieron 154 homicidios. El distrito –con casi 1.800.000 de habitantes– es una de las zonas más calientes del delito, junto a Lomas de Zamora, Avellaneda y Quilmes.

En el departamento judicial de Lomas de Zamora se registraron el año pasado 20.587 robos y delitos similares agravados por el uso de armas. En la jurisdicción se denunciaron además 192 homicidios (no se contabilizan las muertes en accidentes de tránsito).

En Quilmes se registraron en el mismo período 10.773 robos y 108 homicidios, 13 de los cuales se produjeron en ocasión de robo, entre ellos el del profesor de educación física Matías Blanco.

El trabajo de la Procuración incluye además las investigaciones penales que involucran a menores. El año pasado fueron 29.550, también un 4,2% más que en 2011. El fuero de Responsabilidad Penal Juvenil tuvo que intervenir en 150 casos de homicidios y en 5.600 robos en los que se imputó a adolescentes.

Respecto a la modalidad de delito denominada “entradera”, durante el año en curso hubo ocho muertos en solo 30 días. Ese es el alarmante saldo de este delito que perturba a los vecinos bonaerenses y que el sistema de seguridad de la provincia no ha logrado solucionar. Ya no sólo afecta al conurbano, también se ha extendido al interior de nuestra provincia.

En cuanto al robo automotor, según el último informe de CESVI, el Gran Buenos Aires representa el 60% del total de robos del país, en la zona Oeste se da la participación más significativa, con el 39% del total del GBA, incrementando su tasa de robos en un 18,2%. 
Cabe destacar que la zona más robada de los últimos dos años había sido el Sur del Gran Buenos Aires, ahora superada por la zona Oeste. La zona Norte registró un aumento del 11,8%. El incremento en la provincia fue del 7,6%. 

En cuanto a la denominada “piratería del asfalto”, durante el primer semestre del 2012 fueron robaron 138 camiones por mes, es decir, 4.5 por día. El 67% de los hechos ocurrió en territorio bonaerense. Los municipios de Lomas de Zamora y La Matanza fueron los más afectados con el 17% y 13% respectivamente. Los otros tres municipios más comprometidos fueron Lanús, Avellaneda y Florencio Varela, con el 9% de los asaltos cada uno. Los delincuentes apuntaron preferentemente al robo de alimentos (28%) y electrodomésticos (21%), seguidos de lejos por medicamentos (14%)
.
Los delitos rurales, por su parte, no sólo han recrudecido adquieren cada vez, características más peligrosas. El clásico abigeato, representado por el hurto o robo de animales, se caracteriza hoy  por despiadados métodos que día tras día perfecciona una delincuencia que cuenta con la ventaja de la distancia que separa a las víctimas del auxilio de la fuerza pública.                                                                                 Los productores y sus empleados quedan en manos de los asaltantes en establecimientos, domicilios y depósitos de maquinarias, herramientas, plaguicidas y semillas y en todo otro lugar que sugiera algún tipo de valor para delinquir.

En este sentido, el gobierno bonaerense estableció un sistema de patrullas rurales destinadas a recorrer y vigilar caminos vecinales, con base en la policía y en los municipios, pero debido a la falta de uniformados y de móviles para cumplir esa función se diluyó su eficacia. Se crearon de igual modo fiscalías especiales que sufrieron las mismas deficiencias de personal, de equipos y de fondos. Cuando aumentó la comisión de delitos rurales, los propios productores se turnaron en rondas para proteger sus patrimonios, sistema que, obviamente, no puede sostenerse indefinidamente.        
Es evidente que en la provincia de Buenos Aires existe una crisis de seguridad que se manifiesta públicamente y que amerita que se declare la Emergencia para que pueda darse una respuesta eficiente al actual estado de indefensión que experimenta la sociedad.
El Estado de Derecho asegura el respeto absoluto al derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la propiedad, a la libertad de trabajar y circular. Es una obligación ineludible del Estado realizar todos los esfuerzos que sean necesarios para lograr estos objetivos y en el proceso debe aplicarse no sólo la fuerza de la ley, sino también, una moderna gestión de prevención de los delitos, tomando ejemplo de las acciones desarrolladas por otras sociedades que han vencido o morigerado este flagelo.

El desafío de garantizar la seguridad pública no admite demoras. La situación general ha provocado que en la conciencia colectiva,  influenciada por la cotidianeidad de los hechos delictivos, se produzca un cambio por el cual se pasó a aceptar como corriente y normal vivir en este estado actual de indefensión.
El inusual incremento de la violencia y disminución de la edad de los delincuentes mantienen a la población paralizada y prácticamente encarcelada en su propio domicilio, lugar que ha dejado de ser un ámbito seguro, pese a las rejas, alarmas y demás medidas de prevención instaladas.

En estas circunstancias, el Estado ha demostrado una manifiesta ausencia de preparación para brindar respuestas adecuadas a las distintas exigencias y demandas que el contexto impone, situación que lleva a los bonaerenses a percibir una sensación de absoluto desamparo en lo que a la Seguridad Pública se refiere. Hoy, el ambiente generador de riesgo, el ámbito inseguro, es la calle, el trabajo, los lugares de recreación, la escuela, el hogar, el comercio, los hospitales, etcétera.
La inadecuada asignación del presupuesto para las fuerzas de seguridad y su inadecuada ejecución, impiden la adecuada aplicación de cualquier tipo de medidas que se adopte en búsqueda de la solución de la problemática que nos motiva.

Al respecto, en el caso del Ministerio de Justicia y Seguridad, una de las jurisdicciones de mayor interés por su alto grado de cuestionamiento por parte de la población, se observa una importante sub ejecución presupuestaria.

Esto se evidencia en áreas sensibles, como la de Coordinación Legal, Técnica y Administrativa, donde se concentra buena parte de los gastos en personal, hasta el 31 de agosto de 2012 se había ejecutado apenas el 18,42%.

En la Dirección de Relaciones con la Comunidad, encargada de sostener los foros de seguridad de la Provincia, casi no se utilizaron los recursos previstos para el año 2012. De acuerdo a los datos oficiales, cuatro meses antes del cierre del ejercicio apenas se había erogado el 0,97 por ciento del gasto asignado.
Un caso similar se observa en la partida destinada a Gastos Especiales, que calca el monto de un año a otro (9.914.900 pesos) y, además, ejecutó en los primeros nueve meses de 2012 sólo el 15,41% de lo previsto.

En el caso de Infraestructura Policial, si bien se observa un incremento de sus gastos de un año a otro, hasta agosto de 2012 apenas había ejecutado el 6,63% del dinero programado.

En nuestro país y en la Provincia de Buenos Aires, en particular, el tráfico de drogas ha crecido exponencialmente en los últimos años y son muchos los factores que ayudan a la consolidación de esta modalidad delictiva que ya se instaló en nuestra provincia.

El narcotráfico gana espacios y tiene zonas liberadas para expandir con total impunidad su negocio, siendo la marginalidad y la pobreza extrema el caldo de cultivo cotidiano tras años de ausencia del Estado en el control de este tipo de delitos.

Cada día se manifiesta con mayor intensidad la demanda de la sociedad respecto a esta problemática, por ende, es necesario ofrecer a la ciudadanía una política de seguridad pro activa que incluya mecanismos tecnológicos que redunden en la prevención de este delito, como así también, en la celeridad de respuesta policial, dotando a la policía y al poder judicial de novedosos elementos tecnológicos.
La inseguridad es una de las cuestiones que más inquieta a los habitantes de la Republica Argentina, esta preocupación no resulta ser infundada, según estadísticas oficiales del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, a nivel nacional se ha detectado un incremento sostenido del 58% en la tasa de los hechos delictuosos contra las personas en los últimos 10 años. La situación en la provincia de Buenos Aires no es disímil. 
       La seguridad de los bonaerenses se ha deteriorado abruptamente en los últimos años, con una agudeza aún mayor en ciertas zonas vulnerables por sus características preexistentes. La prevención de hechos delictivos se basa fundamentalmente en la existencia de una inteligencia policial eficaz y en la presencia de la policía en las calles. 
La provincia cuenta con zonas sensibles en las cuales se dificulta la prevención del delito debido a sus características demográficas, sociales y de urbanización. Es aquí donde creemos que se debe optimizar la utilización de todos los recursos humanos y materiales a disposición, en pos de la construcción de una sociedad más segura para todos.
La seguridad en el marco nacional, provincial y municipal debe articularse de manera tal que brinde una respuesta inteligente, eficaz, razonable y tendiente a garantizar la paz social.                                                                                                               

El fenómeno delictual es dinámico, crece y muta en un escenario cultural, social y económico que acelera los procesos de desintegración social, violencia y delito. El fenómeno de  envilecimiento y deterioro de las estructuras e instituciones debe ser detenido mediante una política activa, comprometida y destinada a mejorar la calidad de vida de los bonaerenses.
La seguridad es una prestación indelegable del Estado y todos los recursos materiales destinados a brindarla deben ser eficientizados, reestructurados y repensados bajo criterios de economía, eficacia y servicio público.                                 

La cantidad de actividades ilícitas, situaciones de riesgo y de inseguridad pública en la Provincia de Buenos Aires, son temas que requieren de nuestra mayor consideración dada la necesidad inmediata de respuesta por parte del Estado. La respuesta a la inseguridad, principal problema que hoy expresa la ciudadanía, sigue generando una deuda social acuciante que demanda un tratamiento serio y responsable con el fin de evitar perjuicios mayores producto del incremento de hechos delictivos en todo el territorio de la provincia.
Por todos los argumentos expuestos, es que solicito a mis pares de esta Honorable Cámara, acompañen con su voto el presente Proyecto de Ley.
� � HYPERLINK "http://www.mpba.gov.ar/web/contenido/IPP%20por%20Bien%20Juridico%202012.pdf" �http://www.mpba.gov.ar/web/contenido/IPP%20por%20Bien%20Juridico%202012.pdf�
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